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CON PROYECTO DE DECRETO, QUE REFORMA EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR EL DIPUTADO JORGE USCANGA ESCOBAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 18 DE AGOSTO DE 2004 

El suscrito, diputado licenciado Jorge Uscanga Escobar, en nombre de la diputación federal veracruzana del grupo parlamentario del PRI, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 20, numerales 1 y 2, incisos c), d) y e), 38, numeral 1, inciso a), 39, 45, numeral 6, incisos f) y g), y 122 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se permite someter a esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de reforma al párrafo tercero del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Por decreto de fecha 31 de diciembre de 1994, publicado en el Diario Oficial de la Federación, se adicionaron tres párrafos al artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En virtud de esta reforma constitucional, la seguridad pública quedó reconocida expresamente como una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios; es decir, una función a cargo del Estado. 

Es decir, se estableció la obligatoriedad de los tres órdenes de gobierno de actuar de manera coordinada y establecer un Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Y, por otra parte, se estipuló en la Norma Suprema el derecho a impugnar las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal. 

Ha sido, sin duda, una reforma de gran relevancia porque en previsión y combate a hipótesis de corrupción e impunidad en las procuradurías de justicia tanto federal como estatales, se consideró necesario otorgar a los interesados, generalmente la víctima o el ofendido, la posibilidad de impugnar en la vía jurisdiccional las resoluciones sobre el no ejercicio y el desistimiento de la acción penal. 

La reforma antes aludida previó la posibilidad de ejercer un derecho potestativo, como lo es la impugnación, en los términos que establezca la ley. 

Esta circunstancia ha dado lugar a un tratamiento diverso a niveles federal y estatal, de tal forma que las leyes secundarias establecen plazos para la interposición de la impugnación jurisdiccional, pero a la víctima u ofendido se le tiene por notificado bien sea por los estrados, por publicación en boletín y, en otros casos, por la vía de la notificación personal. 

Nosotros consideramos que el monopolio del Ministerio Público sobre el ejercicio o no de la acción penal debe ser acotado y regulado, no sólo por razones de combate a la corrupción e impunidad, sino esencialmente por las razones de justicia que asisten a la víctima o al ofendido. 

Una sentida demanda es la justicia que claman las víctimas del delito, cuya administración e impartición es también una función ineludible a cargo del Estado, prevista en el artículo 17 constitucional, que establece al gobernado la prohibición de hacerse justicia por sí mismo. 

Nosotros consideramos que para garantizar una administración e impartición de justicia eficaz e imparcial a nivel nacional, así como para combatir la discrecionalidad existente, los excesos y abuso de poder, la corrupción e impunidad, es necesario elevar a rango constitucional el derecho de las víctimas u ofendidos a ser notificados personalmente por el Ministerio Público respecto de sus resoluciones sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal. 

De esta manera, las víctimas del delito, los terceros perjudicados u ofendidos tendrán realmente garantizado en todo momento su derecho a decidir si optan o no por la impugnación de las resoluciones del Ministerio Público. 

Por lo antes expuesto, sometemos a la consideración de esta honorable soberanía la siguiente 

Iniciativa con proyecto de reforma al párrafo tercero del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Único.- Se reforma el párrafo tercero del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 21. ... 

... 

Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca la ley. Estas resoluciones deberán ser notificadas personalmente a la víctima o el ofendido. 

... 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

México, DF, a 18 de agosto de 2004. 

Dip. Jorge Uscanga Escobar (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Agosto 18 de 2004.) 
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